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I. Introducción y Tracto Procesal 

 
El 6 de febrero de 2026, la Oficina Independiente de Protección al Consumidor 

(“OIPC”) de la Junta Reglamentadora de Servicio Público de Puerto Rico, en representación 
de la consumidora Awilda Semidey Montañez (“la Querellante”), presentó ante el Negociado 
de Energía de Puerto Rico (“Negociado de Energía”) una Querella contra LUMA Energy LLC 
y LUMA Energy ServCo, LLC (“LUMA”), la cual dio inicio al caso de epígrafe. 

 
En la Querella alegó incumplimiento con la Ley Núm. 57-20141 y con la Ley Núm. 17-

20192. En síntesis, sostuvo que confrontaba problemas de fluctuaciones y alto voltaje en el 
servicio eléctrico de su residencia y que, pese a las múltiples reclamaciones y gestiones 
realizadas ante LUMA, la situación no había sido corregida. 

 
Surge de la Querella que el 25 de octubre de 2024, la parte Querellante presentó ante 

LUMA una reclamación relacionada con problemas en el servicio eléctrico de su propiedad 
residencial por fluctuaciones y alto voltaje, a la cual LUMA asignó el número de evento 
R24102500027. La parte Querellante sostuvo que dicha reclamación no fue atendida 
diligente ni afirmativamente por la parte Querellada. 

 
Posteriormente, la parte Querellante realizó múltiples gestiones ante LUMA con el 

propósito de que se corrigiera la situación. Ante la alegada falta de acción de la parte 
Querellada, el 7 de octubre de 2025 procuró los servicios de la OIPC, quien realizó varios 

 
1 Ley de Transformación y Alivio Energético 
2 Ley de Política Pública Energética 



referidos a LUMA relacionados con la reclamación. Asimismo, como parte de la Querella se 
presentó evidencia de una prueba de alto voltaje denominada “High Voltage Load Test”. 

 
La parte Querellante sostuvo que, desde la presentación de su reclamación ante 

LUMA hasta la radicación de la Querella ante el Negociado de Energía, había transcurrido 
aproximadamente un (1) año y tres (3) meses sin que la situación hubiese sido atendida. Por 
ello, solicitó que LUMA realizara las mejoras necesarias a la infraestructura eléctrica que 
brinda servicio a su residencia para asegurar un servicio eléctrico confiable, estable y seguro. 

 
El 10 de abril de 2026, LUMA presentó una Moción Sobre Alegación Responsiva. En la 

misma informó que el evento R24102500027 se encontraba en proceso de ser atendido por 
el personal de Despacho, cuya responsabilidad incluía la asignación de brigadas para atender 
las actividades de campo. 

 
El 21 de mayo de 2026, LUMA presentó una Moción Informativa mediante la cual 

notificó que el asunto había sido referido al Departamento de Operaciones para el 
desplazamiento de una brigada con personal técnico al predio objeto de controversia, con el 
propósito de verificar el alegado problema de voltaje y, de determinarse que el mismo 
provenía del sistema de transmisión y distribución de energía eléctrica, proceder con su 
corrección. No obstante, LUMA informó que a esa fecha todavía no había recibido respuesta 
respecto al resultado de dicha gestión. 

 
El 2 de julio de 2026, la OIPC presentó una Moción Informativa. En la misma sostuvo 

que, a pesar de las órdenes emitidas por el Negociado de Energía, todavía no había acudido 
personal de LUMA a atender la reclamación de la consumidora. La OIPC destacó que habían 
transcurrido ochenta y un (81) días desde que LUMA informó, el 10 de abril de 2026, que el 
evento se encontraba en proceso de ser atendido, sin que la parte Querellante hubiese 
recibido una respuesta concreta y afirmativa. En consecuencia, solicitó que se ordenara a 
LUMA atender el reclamo de la parte Querellante. 

 
Ese mismo 2 de julio de 2026, LUMA presentó un escrito intitulado Cumplimiento de 

Orden y Solicitud de Prórroga. En éste informó que, debido a la disponibilidad limitada de 
recursos y a la priorización de labores, no había podido culminar el proceso de atención de 
la solicitud de servicio de la parte Querellante. Asimismo, indicó que el proceso de respuesta 
a la solicitud de servicio aún no había culminado. 

 
Posteriormente, el 6 de julio de 2026, LUMA presentó una Moción de Desestimación 

por Haberse Tornado la Controversia en Académica. En la misma informó que personal de 
campo había acudido a la propiedad objeto de controversia y había reemplazado conectores 
en la toma. Como evidencia de dicha intervención, LUMA acompañó fotografías y una captura 
de pantalla de su sistema interno. A base de ello, sostuvo que había concedido a la parte 
Querellante el remedio solicitado y que, por consiguiente, la controversia se había tornado 
académica. 

 
El mismo 6 de julio de 2026, la OIPC presentó una Moción Allanándonos a Solicitud de 

Desestimación Presentada por la Parte Querellada, Solicitud de Cierre y Archivo, Sin Perjuicio. 



En dicho escrito informó que LUMA había acudido a la propiedad de la parte Querellante, 
había realizado las mejoras necesarias y había ajustado el voltaje correspondiente. En 
consecuencia, la OIPC se allanó a la solicitud de desestimación presentada por LUMA y 
solicitó el cierre y archivo de la Querella sin perjuicio. 

 
II. Derecho aplicable y análisis: 

 
a. Jurisdicción del Negociado de Energía 

 
El Artículo 6.4(c) de la Ley 57-2014, según enmendada (22 L.P.R.A. § 1054c), dispone 

que, a petición de parte afectada con legitimación activa, el Negociado de Energía podrá 
atender querellas en las que se alegue y reclame el incumplimiento de una compañía de 
servicio eléctrico con la política pública energética del Gobierno de Puerto Rico. A esos fines, 
el Artículo 1.2(l) de la Ley 57-2014 establece como política pública que todo consumidor 
tiene derecho a un servicio eléctrico confiable, estable y de excelencia, y el Artículo 1.5(9)(e) 
de la Ley Núm. 17-2019 dispone que los proveedores de servicio eléctrico deben mantener 
la infraestructura eléctrica en condiciones óptimas para asegurar la confiabilidad, resiliencia 
y seguridad del servicio. La OIPC, por su parte, ostenta legitimación activa para instar la 
presente Querella en representación de la consumidora, conforme al Artículo 6.42 de la Ley 
57-2014, supra. 
 

b. Academicidad 
 

La doctrina de justiciabilidad limita la intervención de los tribunales para resolver 
controversias reales y definidas que afectan las relaciones jurídicas de partes con intereses 
encontrados. Pueblo v. Díaz Alicea, 2020 TSPR 56.  Conforme a dicha doctrina, los foros 
judiciales o administrativos deben evaluar solo casos justiciables y, por lo tanto, no deben 
atender controversias hipotéticas o ficticias.  Pueblo v. Díaz Alicea, supra, citando a Moreno 
v. Pres. U.P.R. II, 178 DPR 969 (2010) y E.L.A. v. Aguayo, 80 DPR 552, 584 (1958).  Una de las 
vertientes de esta doctrina es la doctrina de academicidad.  Pueblo v. Díaz Alicea, supra, 
citando a Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406 (1994).  Esta doctrina obliga a los 
tribunales a abstenerse de intervenir en un asunto, aun cuando se cumplan con todos los 
criterios para catalogar la controversia como justiciable, cuando ocurren cambios en los 
hechos o el derecho durante el trámite judicial y se torna académica o ficticia la solución del 
caso.  Pueblo v. Díaz Alicea, supra, citando Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 
981-892 (2011); U.P.R. v. Laborde Torres y otros I, 180 DPR 253 (2010); El Vocero v. Junta de 
Planificación, 121 DPR 115, 123 (1988); Com. de la Mujer v. Srio. De Justicia, 109 DPR 715, 
724 (1980).   

 
La doctrina de academicidad va de la mano con el principio de justiciabilidad y se 

enfoca en el aspecto temporal de la controversia. La doctrina persigue: 1) evitar el uso 
inadecuado de recursos judiciales; 2) asegurar que haya la adversidad suficiente para que 
las controversias se presenten y defiendan competente y vigorosamente; y 3) obviar 
precedentes innecesarios.  Torres Santiago v. Dpto. de Justicia, 181 DPR 969, 982, 983 (2010); 
Com. Asuntos de la Mujer v. Secretario, 109 DPR 715, 725 (1980); UPR v. Laborde, 180 DPR 
253, 280 (2010); Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 437 (1994).   



 
En el presente caso, la controversia planteada por la parte Querellante estaba 

relacionada con problemas de fluctuación y alto voltaje en el servicio eléctrico de su 
residencia y la alegada falta de acción efectiva por parte de LUMA para corregir dicha 
situación. 

 
Surge del expediente que la parte Querellante había presentado ante LUMA la 

reclamación identificada como evento R24102500027 desde el 25 de octubre de 2024. 
Posteriormente realizó múltiples gestiones dirigidas a obtener la corrección del problema y, 
ante la falta de una solución, procuró la intervención de la OIPC. 

 
Luego de presentada la Querella ante el Negociado, LUMA informó inicialmente que 

el evento se encontraba en proceso de ser atendido por su personal de Despacho. 
Posteriormente, informó que el asunto había sido referido al Departamento de Operaciones 
para que una brigada con personal técnico acudiera a la propiedad, verificara el alegado 
problema de voltaje y, de determinar que el mismo provenía del sistema de transmisión y 
distribución, procediera a corregirlo. No obstante, el expediente refleja que la atención del 
reclamo permaneció pendiente durante el trámite administrativo. Incluso, el 2 de julio de 
2026, LUMA reconoció que no había podido culminar el proceso de atención de la solicitud 
de servicio debido a la disponibilidad limitada de recursos y a la priorización de labores. 

 
Sin embargo, posteriormente ocurrieron hechos que modificaron sustancialmente la 

controversia. El 6 de julio de 2026, LUMA informó que personal de campo había acudido a la 
propiedad de la parte Querellante y había reemplazado conectores en la toma. LUMA 
acompañó fotografías y evidencia de su sistema interno para acreditar la intervención 
realizada y sostuvo que, mediante dichos trabajos, había concedido el remedio solicitado por 
la parte Querellante. 

 
Más importante aún, la propia OIPC, en representación de la consumidora Awilda 

Semidey Montañez, confirmó posteriormente que LUMA había acudido a la propiedad, 
realizado las mejoras necesarias y ajustado el voltaje correspondiente. A base de ello, la parte 
Querellante se allanó expresamente a la solicitud de desestimación presentada por LUMA y 
solicitó el cierre y archivo del presente caso. 

 
Por consiguiente, la evidencia que obra en el expediente demuestra que la situación 

de alto voltaje que dio origen a la Querella fue atendida durante el trámite del procedimiento 
administrativo. Habiéndose realizado las mejoras necesarias en la propiedad y ajustado el 
voltaje, según reconocido por ambas partes, no subsiste una controversia real y vigente que 
requiera una adjudicación adicional por parte del Negociado de Energía. 

 
Cualquier determinación adicional sobre el remedio originalmente solicitado 

carecería de efecto práctico, toda vez que la actuación que la parte Querellante pretendía 
obtener mediante la presentación de la Querella fue finalmente realizada por LUMA. 

 



Por lo tanto, este Oficial Examinador concluye que la controversia objeto del presente 
procedimiento advino académica y que procede declarar Ha Lugar la Moción de 
Desestimación por Haberse Tornado la Controversia en Académica presentada por LUMA. 

 
En cuanto al efecto de la desestimación, surge expresamente del expediente que la 

OIPC se allanó a la solicitud de desestimación, pero solicitó que el cierre y archivo fuese sin 
perjuicio. Considerando que la desestimación responde a hechos posteriores a la 
presentación de la Querella que tornaron académica la controversia, y tomando en 
consideración la solicitud expresa de la parte Querellante, procede disponer el cierre y 
archivo del presente caso sin perjuicio. 

 
III. Conclusión 
 
En vista de lo anterior, se recomienda declarar HA LUGAR la Moción de 

Desestimación por Haberse Tornado la Controversia en Académica presentada por la parte 
Querellada, según lo solicitado por la parte Querellante en su Moción Allanándonos a 
Solicitud de Desestimación Presentada por la Parte Querellada, Solicitud de Cierre y Archivo, 
Sin Perjuicio; se recomienda la desestimación sin perjuicio de la Querella de epígrafe y se 
recomienda además que se proceda al cierre y archivo del presente caso por academicidad. 

 
Notifíquese y publíquese.  

 

 
____________________________________ 

Miguel Oppenheimer 
Oficial Examinador 

 


